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Congreso Nacional

Honorable Cámara de Diputados

Asunción, 05 de diciembre de 2011 

Señor

Dip. Nac. VICTOR BOGADO

Presidente H. Cámara de Diputados

Palacio Legislativo

Me dirijo a Usted y por su intermedio a los demás colegas, a los efectos de presentar el Proyecto de Ley “POLITICAS SOBRE DROGAS”.

Los fundamentos se hallan desarrollados en la EXPOSICIÓN DE MOTIVOS.

En la confianza del acompañamiento favorable a este proyecto, les saludo respetuosamente.

Diputado Firmante: Fabiola Oviedo
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El consumo de drogas y sus consecuencias sociales, sanitarias y económicas han dado lugar a un nuevo fenómeno que constituye un motivo de máxima preocupación para los ciudadanos. Una nueva forma de actuar al margen de la ley  que produce efectos nefastos para la sociedad por los delitos conexos que posee; por el dinero ilícito que inyecta al mercado financiero; y por la estrecha relación con corrupción que envilece a la sociedad y empobrece a los ciudadanos, es la denominada narco actividad. 
En todo el mundo, y por ende en nuestro país,  las actividades relacionadas al tráfico de drogas como también el consumo de sustancias estupefacientes ha aumentado de manera significativa en los últimos años, lo que ha generado intervención de personas organizadas en muchos países que obtienen importantes beneficios y posibilidades de negocio directamente del tráfico de drogas a gran escala, así como indirectamente los movimientos del dinero derivado del mismo. 
Más preocupante aún resulta que estos grupos utilizan sus recursos, cada vez mayores, para interferir en los procesos democráticos y económicos de los países, ejerciendo influencia en los círculos políticos y ocupan sectores clave del comercio y de las finanzas.
La ley vigente que reprime los hechos punibles relacionados al tráfico de Drogas Peligrosas data del año 1988, quedando con el transcurso del tiempo y con la entrada en vigencia de nuevo sistema penal, con sus respectivos códigos de fondo y de forma, prácticamente obsoleta.
Por otro lado, el presente proyecto busca dar un nuevo enfoque al problema de las drogas en armonía con la realidad nacional y con una perspectiva más amplia de la problemática, pues no solo se aborda lo que se refiere a la represión, sino también la prevención y, por sobre todo, la recuperación y reinserción a la sociedad de aquellas personas que padecieron los efectos dañinos de este tipo de sustancias.
La legislación vigente en materia de sustancias estupefacientes y drogas peligrosas no solo está desfasada, sino confusa, debido a varias modificaciones parciales. En este estado resulta difícil enfrentar con éxito esa problemática. 
Como antecedente es importante destacar la labor previa de la Universidad Metropolitana de Asunción (UMA), la que el año 2008 recibió la nominación, por parte de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD/OEA) para realizar la evaluación del Programa de Prevención del consumo de Drogas Leones Educando, implementado en 34 escuelas públicas del país. Fue en ese contexto que se la reconoció como institución evaluadora de programas de prevención de adicciones. En consecuencia, el Observatorio de Salud y Epidemiología de la UMA realizó el en el año 2010 los trabajos de evaluación, como también los análisis de resultados, a cargo de las evaluadoras locales, con asistencia de expertos internacionales de la CICAD.
Las recomendaciones de la CICAD fueron presentadas por los representantes de ese organismo en la persona de la Dra. María Paula Luna y el experto Dr. Fernando Salazar, en el marco del Décimo Congreso Internacional de Educación en Derechos Humanos, realizado por la UMA el 22 de noviembre de 2010. 
Las recomendaciones de la CICAD han sido debatidas e incorporadas en este proyecto, entre las que cabe mencionar:
- Prevenir y tratar el abuso de drogas
- Combatir la producción y el tráfico de drogas ilícitas
- Promover la investigación en el área de las drogas, el intercambio de información, capacitación especializada y asistencia técnica.

- Promover la reducción de la demanda a través de:

-  Prevención: escolar, laboral, universitaria.

- Tratamiento: Declaración de principios básicos para el tratamiento de personas dependientes de drogas

-  Capacitación y certificación: Prevención y Tratamiento.

-  Educación Superior e Investigación: Prevención y Tratamiento.
- Establecer y fortalecer observatorios de drogas u oficinas técnicas similares que desarrollen sistemas nacionales de información sobre drogas y promuevan la investigación científica para la generación, recolección, organización, análisis y difusión de la información al público, con la finalidad de contribuir a la toma de decisiones que permitan implementar políticas y estrategias sobre drogas, basadas en evidencia, que reflejen la realidad que se pretende intervenir.
- Explorar vías para ofrecer servicios de tratamiento, rehabilitación y reinserción social a infractores de la ley penal dependientes de drogas, como medida alternativa a su prosecución penal o privación de libertad.
- Promover y fortalecer la capacitación continua de los diferentes profesionales, técnicos y actores involucrados en la implementación de acciones para reducir la demanda de drogas.
-  Monitorear y evaluar científicamente los programas de prevención.

Para el efecto, se ha organizado y convocado una Mesa de Trabajo Interinstitucional, que estuvo compuesta por representantes de las siguientes instituciones:  
-  El Ministerio de Educación y Cultura (MEC)
- El Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social (MSPyBS), a través del Centro Nacional de Adicciones y la Dirección Nacional de Vigilancia Sanitaria (DINAVISA)
- El Ministerio Público
- El Ministerio de Relaciones Exteriores
- El Ministerio del Interior
- La Secretaría Nacional Antidrogas (SENAD)
- La Secretaría de la Niñez y la Adolescencia
- La Dirección Nacional de Aduanas
- La Universidad Metropolitana de Asunción (UMA)
- El Club de Leones Distrito M Paraguay 
Las reuniones de trabajo se realizaron entre los meses de abril y noviembre de 2011, con el objetivo de analizar, discutir y consensuar el Proyecto de Ley “POLITICAS SOBRE DROGAS”, el cual se presenta y se adjunta.
Con los referentes de las distintas instituciones se ha analizado el alcance y las implicancias de cada artículo de la Ley, y la necesidad de su modificación parcial o total, optándose por esta última vía.
El presente Proyecto de Ley, pretende fortalecer al órgano ejecutor de las políticas de reducción de la oferta y la demanda de drogas. Para ello propone la creación de una “DIRECCIÓN NACIONAL DE POLÍTICAS SOBRE DROGAS” (DINADRO), de carácter autárquico, dotada de personería jurídica y con patrimonio propio, cuya máxima autoridad queda facultada para dictar los reglamentos internos y las medidas necesarias para su funcionamiento; establecer su estructura orgánica; y fijar las tasas y aranceles que correspondan por los servicios especiales a ser prestados por esa institución. A más de ello, plantea la creación de un “CONSEJO NACIONAL DE POLÍTICAS SOBRE DROGAS” (CONADRO), como Órgano Asesor.
La autarquía proyectada permitirá al órgano de ejecución de la política nacional sobre drogas adecuarse con facilidad a las necesidades, que para el desempeño de su cometido, plantean la siempre innovadora actividad criminal desarrollada por los grandes grupos dedicados al lucrativo negocio del tráfico de drogas ilícitas; los permanentes adelantos científicos en materia de prevención y tratamiento de personas afectadas por la mencionada actividad; así como la cada vez más intensa necesidad de interacción, colaboración y coordinación entre los órganos del Estado, los organismos internacionales y la sociedad civil organizada, para hacer frente a las nefastas consecuencias del consumo y tráfico de drogas, ya sea en materia de salud pública, seguridad ciudadana, corrupción, vulnerabilidad del territorio nacional, crimen organizado transnacional, etc. 
Con esta propuesta, además, se facilita la gestión administrativa de un órgano cuyas dependencias pueden ser rápidamente ajustadas a los requerimientos que tales situaciones plantean, mejora su disponibilidad de recursos, que incluso en gran parte pueden ser generados por la misma mediante el cobro de servicios prestados y los obtenidos por la aplicación de multas por la comisión de infracciones administrativas, y los que se obtengan de los procesos penales, conforme las presupuestos y procedimientos claros y ejecutables.  
No sólo a través de la autarquía mencionada se pretende fortalecer a dicho órgano, sino que el proyecto de ley que nos ocupa, prevé el apoyo de un Consejo Asesor de Políticas sobre drogas; la dotación de funcionarios especialmente adiestrados incorporando la figura del “Agente Especial”, a quienes para un mejor desempeño se les otorgan las suficientes garantías (carrera profesional, seguro de vida, asistencia médica); un estudiado catálogo de hechos punibles en materia de drogas; y, reevaluadas técnicas de investigación y procedimientos especiales.     
Es preciso destacar la definición y regulación de la carrera del funcionario Agente Especial, y la facultad específica otorgada, para realizar inspección de personas, de vehículos y colectivas, registro de lugares públicos y aprehensión de personas en la forma y condiciones prescriptas en el Código Procesal Penal para la Policía Nacional, que a la fecha, si bien son ejercidas de hacho, no cuentan con la pertinente previsión legal.
Por otra parte, en cuanto a las sustancias controladas, se ha actualizado su conceptualización, y acorde con la finalidad de permanente y efectiva adecuación que inspira al proyecto, se prevé que las mismas sean determinadas directamente por Resolución del Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social.
La actual normativa en materia de control de sustancias estupefacientes y drogas peligrosas, faculta solamente al Poder Ejecutivo a establecer el listado de sustancias que podrán ser consideradas con tales, a los efectos de la aplicación de la mencionada disposición legal. Esta situación, genera en primer lugar, una burocracia innecesaria para un tema que amerita una rápida actualización, con el fin de desalentar el tráfico ilícito de estas sustancias, y su correspondiente sanción. 
Con este proyecto de ley, se otorga al Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social la potestad de establecer estas sustancias, posibilitando que la actualización del listado de sustancias controladas sea mucho más rápida y menos burocrática. Esta modificación redundará en beneficio de la lucha contra el tráfico ilícito de drogas, todo esto, atendiendo a la gran variedad de sustancias que permanentemente vienen siendo utilizadas para estos fines ilícitos.
Otro aspecto positivo en este proyecto de ley, es lo relativo a la facultad otorgada al Poder Ejecutivo para establecer las Aduanas habilitadas para la importación y exportación de las sustancias estupefacientes y demás drogas peligrosas, ya que en la actualidad, la normativa vigente habilita solamente a las Aduanas de Asunción y el Aeropuerto Internacional “Silvio Pettirossi”, limitando y obstaculizando el comercio lícito de estas sustancias.
Para un buen funcionamiento, todo el ordenamiento jurídico penal debe encontrarse de manera armónica y sistemática en el derecho positivo, utilizando una misma técnica legislativa en la descripción de conductas típicas, respetando las reglas generales establecidas para las formas de participación, los concursos, las hechos tentados, las causas de justificación, la medición de la pena, etc., situaciones que al estar ausente en la legislación actual ameritan una restructuración.
En lo que a los hechos punibles se refiere, este proyecto tiene la finalidad de llevar la legislación a los tiempos modernos, buscando remediar las deficiencias legislativas mencionadas, actualizando los tipos penales descriptos para una mejor represión de este flagelo.

Así también, respetando los principios de legalidad y reprochabilidad, establecidos en el nuevo Código Penal del año 1998, se busco realizar una descripción más estricta de las conductas penalmente reprobadas y se establecieron nuevos marcos penales acorde a las mismas.
Las herramientas previstas en el presente proyecto buscan además dotar de los mecanismos idóneos y efectivos para que las fuerzas involucradas en la persecución y represión de los ilícitos vinculados a la narco actividad,  puedan combatirlos de manera frontal e implacable al igual que los múltiples hechos punibles que mantienen estrecha relación con el ya mencionado.

LEY N°

“DE POLÍTICAS SOBRE DROGAS”

EL CONGRESO DE LA NACIÓN PARAGUAYA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

TÍTULO I

DE LA DIRECCIÓN NACIONAL DE POLÍTICAS SOBRE DROGAS

Capítulo I

De la creación, naturaleza jurídica, domicilio, nexo y objetivo

Artículo 1°.- Créase la  “DIRECCIÓN NACIONAL DE POLÍTICAS SOBRE DROGAS”, también denominada DINADRO, como institución autárquica, dotada de personería jurídica de Derecho Público, con patrimonio propio, que se regirá por las disposiciones de esta ley y sus reglamentos.
Artículo 2°.- La DINADRO constituye su domicilio legal en la ciudad de Asunción, pudiendo establecer oficinas en otras ciudades del país.
Artículo 3°.- Las relaciones de la DINADRO con el Poder Ejecutivo se mantienen a través del Ministerio del Interior.

Artículo 4°.- La DINADRO tiene por objetivo planificar y ejecutar la Política sobre Drogas; articular, integrar, organizar y coordinar las actividades relacionadas con la prevención del uso indebido de drogas, atención y reinserción social de usuarios de drogas; y la represión a la producción no autorizada y al tráfico ilícito de drogas, de acuerdo a lo dispuesto en la Constitución Nacional, en los Tratados y Convenios Internacionales suscriptos y ratificados por la República del Paraguay y en la legislación nacional.

Capítulo II

De la máxima autoridad

Artículo 5°.- La máxima autoridad de la DINADRO es el Director Nacional, quien es nombrado por el Poder Ejecutivo.
Artículo 6°.- Para ser Director Nacional se requiere la nacionalidad paraguaya, treinta años de edad como mínimo y reconocida solvencia profesional.
Artículo 7°.- El Director Nacional responderá personalmente por las consecuencias de su gestión administrativa y financiera, y de toda decisión tomada en contravención a las disposiciones legales.
Artículo 8°.- Son funciones del Director Nacional:
a) Ejercer la representación legal de la DINADRO;
b) Velar por el buen funcionamiento de la DINADRO; 
c) Dictar el reglamento interno y las medidas necesarias para el funcionamiento de la DINADRO, conforme a las disposiciones de la presente ley y sus reglamentos;
d) Establecer la política administrativa y financiera de la Institución;
e) Elaborar el anteproyecto del presupuesto y el plan de actividades;
f) Proponer al Poder Ejecutivo los lineamientos de la Política sobre Drogas;
g) Ejecutar la Política sobre Drogas y proponer a las autoridades pertinentes la adopción de acciones y medidas que juzgue necesarias para garantizar su cumplimiento; 
h) Contratar, nombrar y destituir al personal de la Institución;
i) Nombrar a los Agentes Especiales y otorgar los ascensos ordinarios y extraordinarios;
j) Establecer la estructura orgánica de la Institución;
k) Aceptar donaciones, legados y recursos provenientes de cooperación técnica nacional e internacional, conforme a las disposiciones legales pertinentes;
l) Mantener relaciones e intercambio de información con instituciones similares extranjeras y con otros organismos internacionales, con fines de cooperación y coordinación;
m) Establecer las tasas y los aranceles por los servicios que presta la DINADRO;
n) Designar al Encargado del Despacho en caso de ausencia temporal; y
ñ) Las demás que fueren  necesarias para el correcto funcionamiento de la DINADRO.
Artículo 9°.- La función de Director Nacional es incompatible con el ejercicio de otra actividad o cargo, con o sin retribución, salvo el de  la docencia a tiempo parcial.
Artículo 10.- Contra las resoluciones dictadas por el Director Nacional podrá promoverse la acción contenciosa administrativa dentro del plazo de diez  y ocho días hábiles.

Capítulo III

Estructura Orgánica

Artículo 11.- La estructura orgánica de la DINADRO está básicamente conformada por el Director Nacional; las Direcciones Generales de Reducción de la Demanda; de Reducción de la Oferta; de Administración y Finanzas; de Asuntos Jurídicos; de Formación y Capacitación de Agentes Especiales; el Observatorio de Drogas; la Secretaría General y otras que establezca el Director Nacional.

Artículo 12.- Los Directores Generales son designados por el Director Nacional de de la DINADRO.
Artículo 13.- Para ejercer el cargo de Director General se requieren los siguientes requisitos: especialización en el área de su competencia; reconocida experiencia en la materia; y, cumplir con los demás requisitos establecidos en las leyes. 
Artículo 14.- La función del Director General es incompatible con el ejercicio de otra actividad o cargo, con o sin retribución, salvo el de  la docencia a tiempo parcial.

Artículo 15.- Las Direcciones Generales ejecutan los planes, programas o actividades conforme su área de competencia.

Capítulo IV

Del Consejo Nacional de Políticas sobre Drogas

Artículo 16.- Créase el Consejo Nacional de Políticas sobre Drogas, en adelante denominado CONADRO, como Órgano Asesor de la DINADRO, integrado por un representante titular de: la DINADRO; del Ministerio del Interior; del Ministerio de Educación y Cultura; del Ministerio de Justicia y Trabajo; del Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social; del Ministerio de Relaciones Exteriores; de la Secretaría de la Niñez y de la Adolescencia; del Ministerio Público; de la Dirección Nacional de Aduanas; de las Universidades involucradas y avaladas en el tema de pertinencia con programas aplicados y evaluados con rigor científico que posean modelos validados nacional o internacionalmente, conforme los criterios de selección a ser establecidos reglamentariamente; y otras instituciones involucradas del sector público o privado que designe el Consejo. El representante titular de cada institución tendrá un suplente.
Artículo 17.- El CONADRO estará presidido por el representante titular de la DINADRO, y en caso de ausencia o impedimento por su representante suplente. 
Artículo 18.- Los representantes titulares y suplentes del CONADRO, del sector público, serán designados por la máxima autoridad de cada institución componente. Los representantes titulares y suplentes de las Universidades serán designados conforme a sus estatutos. 
Artículo 19.- Son funciones del CONADRO: 

a) Elaborar y recomendar la implementación de políticas relativas a la problemática sobre drogas. 
b) Promover la creación de Centros de Rehabilitación en todo el país para el usuario de drogas y recomendar la adopción de los reglamentos e intervenciones que fueran necesarias.
c) Promover las reformas legislativas relacionadas con la Política sobre Drogas.
d) Promover y recomendar las gestiones de las CODENI y de los demás organismos públicos y privados que asignen importancia a los programas de: educación preventiva en materia relativa al uso indebido y al tráfico ilícito de drogas peligrosas, proponiendo su inclusión en los programas de estudio como parte integrante del sistema educativo nacional, en todos los niveles educativos; fomento de las actividades de utilización constructiva del tiempo libre de la población y particularmente de la juventud; tratamiento, rehabilitación y reinserción social de los usuarios de drogas; investigación actualizada sobre consumo de drogas en el país y sobre modalidades innovativas de prevención de la drogodependencia; capacitación especializada del personal profesional y técnico, líderes y dirigentes sociales, voluntarios, padres de familia y la población en general, en materia de prevención, tratamiento, investigación y desarrollo alternativo; información y educación a través de los medios de comunicación social. 
e) Promover la rehabilitación y políticas de promoción laboral y alternativas productivas de reinserción social de los usuarios de drogas. 
f) Promover políticas de asistencia social y psicológica a familias y comunidades afectadas por el consumo de drogas.
g) Recomendar, a nivel nacional en coordinación con las CODENI, la implementación de campañas vinculadas a la problemática de drogas.
h) Controlar y sugerir a los organismos pertinentes la implementación de sistemas de información y estadísticas sobre la drogodependencia. 
i) Elaborar la Memoria Anual de sus actividades con fines de publicación. 
j) Asegurar la representación nacional en los distintos foros y reuniones especializadas en materia de combate al problema mundial de las drogas a nivel local, regional y hemisférico. 
Artículo 20.- Para el cumplimiento de sus fines el CONADRO establecerá reglamentariamente los mecanismos necesarios para su funcionamiento.
Artículo 21.- El CONADRO podrá recibir donaciones, legados, asistencia técnica y financiera no reembolsables, locales e internacionales para el cumplimiento de sus fines.

Capítulo V

Del régimen económico

Artículo 22.- El patrimonio de la DINADRO se constituye por:

a) Los bienes adquiridos para el cumplimiento de sus fines. 

b) Los bienes que, a la entrada en vigencia de la presente Ley, corresponden a la Secretaría Nacional Antidrogas.
Artículo 23.- Constituyen recursos de la DINADRO:

a) Las asignaciones previstas en el Presupuesto General de la Nación.
b) Los fondos provenientes de convenios o acuerdos con instituciones nacionales o internacionales, públicas o privadas que celebre la DINADRO.
c) Los recursos provenientes de la cooperación técnica internacional.
d) Las recaudaciones provenientes por cobro de tasas, aranceles y multas. 
e) Las rentas de bienes patrimoniales.
f) Los legados y donaciones que reciba.
g) Los recursos que se le transfiera conforme a la ley.
Artículo 24.- Las tasas y los aranceles serán fijadas por el Director Nacional, teniendo en cuenta los criterios de proporcionalidad con el costo del servicio.
Artículo 25.- La fiscalización externa de la DINADRO es realizada por la Contraloría General de la República.
Capítulo VI

Del Personal de la Dirección Nacional de Políticas sobre Drogas

Artículo 26.- Es personal de la DINADRO el funcionario público, el agente especial, el personal contratado y el personal del servicio auxiliar, quienes se regirán por las disposiciones de la Ley N° 1626/2000 De la Función Pública, sus modificaciones y por la presente ley.
Artículo 27.- El Seguro Social del Instituto de Previsión Social cubrirá de acuerdo con los términos de la presente Ley los riesgos de enfermedad no profesional, maternidad, accidentes del trabajo y enfermedades profesionales del funcionario público y agente especial de la DINADRO, cualquiera sea su edad y el monto de la remuneración que perciban.
Artículo 28.- El Seguro Social de Salud autorizado por la presente Ley será obligatorio para todo funcionario público y agente especial que se encuentre prestando servicios en la DINADRO, en cualquiera de sus reparticiones y dependencias, así como para los ex funcionarios de la DINADRO y aquellos de la SENAD que se encuentren en goce de una jubilación otorgada por el Ministerio de Hacienda.
Artículo 29.- A los fines de la presente Ley, el Instituto de Previsión Social recibirá los siguientes aportes mensuales obligatorios:
a) Un aporte mensual equivalente al 4% (cuatro por ciento) de la Remuneración prevista en este Artículo, que estará a cargo del funcionario público y  agente especial;
b) Un aporte mensual equivalente al 6% (seis por ciento) calculado sobre la remuneración del funcionario público y  agente especial, que estará a cargo de la DINADRO; este aporte incluye la suma de dinero establecida a favor del funcionariado público en la Ley del Presupuesto General de la Nación, en concepto de Subsidio para la Salud, o de aporte para el Seguro Social;
c) Un aporte mensual del 10% (diez por ciento) calculado sobre el Haber Jubilatorio, a cargo de los ex funcionarios de la SENAD y de la DINADRO que ya se encuentren gozando o en el futuro se acojan a una Jubilación otorgada por el Ministerio de Hacienda;
d) El ingreso de los recargos y multas aplicadas, de conformidad con las disposiciones legales.
A los efectos de esta disposición, se entenderá como remuneración de los funcionarios,   agentes especiales, contratados y del servicio auxiliar, aquélla que recibe de la DINADRO en dinero, especies o regalías, incluyendo lo que correspondiere a trabajos extraordinarios, suplementarios o a destajo, comisiones, sobresueldos, gratificaciones, indemnizaciones por despido, premios, honorarios, participaciones y cualesquiera otras remuneraciones accesorias que tengan carácter normal en la Institución, exceptuando los aguinaldos.
Artículo 30.- La DINADRO o el Ministerio de Hacienda en su caso, retendrá de las remuneraciones de los funcionarios, contratados, los del servicio auxiliar y agentes especiales, y de los haberes jubilatorios de los ex funcionarios de la SENAD o de la DINADRO, respectivamente, las cuotas establecidas en los incisos a) y c) del Artículo anterior y lo transferirá al Instituto del Previsión Social dentro de los primeros diez (10) días hábiles del mes subsiguiente, juntamente con los aportes patronales fijados en el inciso b) del mismo Artículo.

Los fondos serán distribuidos en los siguientes conceptos:

a) Fondo de Enfermedad - Maternidad. Los gastos necesarios para cubrir el costo de los riesgos de enfermedad no profesional y de maternidad, accidente del trabajo y enfermedad profesional, serán financiados con el 9% (nueve por ciento) del monto total de las remuneraciones sobre los cuales se abonan las cuotas establecidas en esta Ley.
b) Fondo de Administración General. Los gastos de Administración General del Instituto, serán financiados con el restante  1%  (uno por ciento) del monto total de las remuneraciones, sobre los cuales se abonan las cuotas establecidas, más las multas, recargos y comisiones a que se refiere el inciso d) del mismo artículo de esta Ley.

En caso de enfermedad no profesional o accidente que no sea del trabajo, el Instituto proporcionará a los asegurados:
a) Atención médico-quirúrgica y dental, medicamentos y hospitalización, conforme a las normas que dispongan los reglamentos del Instituto. La atención por una misma enfermedad durará  26 (veintiséis) semanas; este plazo se prorrogará en los casos que acuerdan los reglamentos dictados por el Consejo de Administración, atendiendo a las posibilidades de recuperación de los enfermos. Tendrán también derecho a este beneficio el cónyuge del asegurado o asegurada; los hijos solteros del asegurado hasta que cumplan la mayoría de edad, los incapacitados mientras dure la incapacidad, y los padres mayores de  60 (sesenta) años de edad; y, el cónyuge del jubilado o de la jubilada, los hijos de éstos hasta que cumplan la mayoría de edad y los hijos discapacitados, mientras dure dicha incapacidad; y
b) Provisión de aparatos de prótesis y ortopedia de acuerdo al reglamento que dicte el Consejo de Administración.
Si el empleador estuviere en mora en el pago de las imposiciones, el trabajador tendrá derecho a las prestaciones mencionadas conforme a los reglamentos que establecerá el Instituto de Previsión Social.
Artículo 31.- Las aseguradas recibirán durante el embarazo, parto y puerperio, los beneficios que establece el inciso a) del artículo anterior, siempre que estén al día en sus cuotas y de acuerdo con lo que al respecto establezcan las reglamentaciones que dicte el Consejo de Administración. 

Los mismos derechos tendrán la cónyuge del asegurado y la cónyuge del jubilado, sujetos a las condiciones fijadas en este Artículo.

Artículo 32.- Para los efectos de esta Ley, se considerarán las definiciones y el alcance establecidos en el Artículo 40 del Decreto Ley Nº 1.860/50. En caso de accidentes de trabajo, tendrá el asegurado titular derecho a:
a) Atención médico-quirúrgica y dental, medicamentos y hospitalización, conforme a las normas que dispongan los reglamentos del Instituto. La atención por una misma enfermedad durará veintiséis (26) semanas; este plazo se prorrogará en los casos que acuerdan los reglamentos dictados por el Consejo de Administración, atendiendo a las posibilidades de recuperación de los enfermos;
b) Provisión de aparatos de prótesis y ortopedia a los asegurados titulares de acuerdo con el reglamento que dicte el Consejo de Administración.
Si el empleador estuviere en mora en el pago de las imposiciones, el trabajador tendrá derecho a las prestaciones arriba mencionadas en forma limitada y conforme a los reglamentos que establecerá el Instituto de Previsión Social. 
Artículo 33.- Las prestaciones previstas en esta Ley no comprenden los subsidios en dinero fundados en enfermedad o accidente común o laboral, y maternidad. 

Capítulo VII

Del Agente Especial

Artículo 34.- El agente especial es el funcionario público de la DINADRO formado o especializado para prestar servicio en tareas de reducción de la oferta de drogas, conforme a las prescripciones de la presente ley, y en todo lo no previsto, se regirá por la Ley N° 1626/00 “DE LA FUNCIÓN PÚBLICA” y sus modificaciones. 
Artículo 35.- El agente especial está sujeto a un plan de carrera, entendido como el conjunto de currículum, requisitos y condiciones que regulan sobre el ingreso, permanencia, ascenso y culminación de la carrera de agente especial.
Artículo 36.- El agente especial se clasifica por su grado en: a) Agente Especial de Tercera, el egresado de la Academia de Formación de Agentes Especiales de la DINADRO; b) Agente Especial de Segunda; c) Agente Especial de Primera; d) Agente Especial Inspector; e) Agente Especial Supervisor; y f) Agente Especial Director.
Artículo 37.- La formación para ser agente especial sólo podrá realizarse en la Academia de Formación de Agentes Especiales.

Los requisitos para el ingreso, el plan de estudios y el reglamento interno de la Academia de Formación de Agentes Especiales serán establecidos reglamentariamente.
La convocatoria y los cursos respectivos deberán efectuarse cada cinco años, con un mínimo de 20 (veinte) alumnos, quienes para su ingreso a la Academia de Formación de Agentes Especiales, deberán aprobar los exámenes y pruebas de ingreso que se establezcan reglamentariamente.
 Los planes y programas de la Academia de Formación de Agentes Especiales se desarrollarán a nivel terciario.
Sin perjuicio de las actividades de formación, la Academia de Formación de Agentes Especiales deberá mantener programas de capacitación del agente especial acorde con sus necesidades, con el propósito de obtener, desarrollar, completar o actualizar sus conocimientos, destrezas y aptitudes.
Artículo 38.- El egresado de la Academia de Formación de Agentes Especiales, que ingrese al cuadro permanente de Agente Especial, está obligado a servir en la institución durante tres años como mínimo, luego de su nombramiento. El que no cumpliera con esta obligación deberá reembolsar al Estado los gastos erogados para su formación.
Artículo 39.- Para el ascenso ordinario al grado de Agente Especial de Segunda, se requiere haber cumplido cinco años en el grado inferior; al grado de Agente Especial de Primera, haber cumplido seis años en el grado inferior; al grado de Agente Especial Inspector, haber cumplido cinco años en el grado inferior; al grado de Agente Especial Supervisor, haber cumplido cinco años en el grado inferior y para el grado Agente Especial Director, haber cumplido seis años en el grado inferior. Para el ascenso ordinario a los grados de Agente Especial Supervisor y Agente Especial Director, se deberá además cumplir con los requisitos establecidos por el Poder Ejecutivo.
Artículo 40.- Los ascensos ordinarios serán conferidos a fin de cada año a quienes reúnan los requisitos de años de servicio y hayan aprobado los exámenes de capacidad y aptitud física e intelectual exigidos. Podrá otorgarse ascenso extraordinario al grado inmediato superior, por méritos especiales de servicio, cuando existan razones especiales para ello.
Artículo 41.- Está prohibido al agente especial:

a) Efectuar cualquier petición o manifestación en forma colectiva. Toda petición o reclamo deberá hacerse siempre en forma individual y a título personal;
b) Participar directa o indirectamente en actividades de partidos o movimientos políticos, sindicatos o gremios; 
c) Consumir cualquier tipo de drogas o sustancias estupefacientes, no recetados médicamente; 
d) Sindicalizarse y realizar huelgas; e
e) Incurrir en algunas de las prohibiciones determinadas para todo funcionario público.

Artículo 42.- Son derechos del agente especial:

a) Portar armas de fuego cuando fuere motivado por la exigencia del servicio. Su uso indebido generará su responsabilidad penal, civil o administrativa;

b) Participar de congresos y conferencias, destinados a la actualización de los adelantos técnico-científicos en el área en que desempeña sus funciones, si es calificado y seleccionado para el efecto; 
c) Gozar de treinta días corridos de vacaciones anuales pagas;
d) Cumplir funciones conforme a su grado, especialización y capacidad;
e) Percibir los gastos de traslado para sí y para su familia, cuando corresponda, en caso de que deba prestar servicios fuera del asiento de su domicilio;
f) Cumplir, por razones de seguridad, las órdenes de detención y de prisión preventiva decretadas en su contra, en la Base de Operaciones de la DINADRO; y 
g) Recibir la alimentación que corresponde cuando se halla de servicio. 
h) Gozar de un seguro de vida pagado por el Estado.
Artículo 43.- El agente especial que quedare incapacitado en acto de servicio, de forma absoluta y permanente según dictamen médico, ascenderá al grado inmediato superior y percibirá el cien por ciento del sueldo que corresponda al nuevo grado, a más del servicio médico y fármacos que necesite, y la indemnización pertinente de acuerdo al seguro de vida. En estas condiciones el agente especial seguirá aportando a la caja fiscal hasta cumplir los requisitos para la jubilación ordinaria con lo cual quedará desligado de la DINADRO.
Artículo 44.- El agente especial podrá ser comisionado a otro organismo del Estado para realizar trabajos de interés para la DINADRO.

La comisión de servicio puede estar vinculada a un cargo de inferior o superior jerarquía, sin que ello implique una disminución o aumento del grado, sueldo o beneficios del agente especial en la DINADRO. 

El agente especial podrá prestar servicio como enlace en instituciones análogas de otros países, en el marco de Convenios de Cooperación.
Artículo 45.- El agente especial está facultado a realizar inspección de personas, de vehículos y colectivas, registro de lugares públicos y aprehensión de personas en la forma y condiciones prescriptas en el Código Procesal Penal para la Policía Nacional.

TÍTULO II

DE LAS DROGAS Y SUSTANCIAS CONTROLADAS

Capítulo I

De la importación y exportación, comercialización y suministro

Artículo 46.- Esta Ley considera sustancias estupefacientes y drogas peligrosas a:

a) Las incluidas en la lista anexa a la Convención Única sobre Estupefacientes; al Convenio sobre Sustancias Psicotrópicas y a la Convención de las Naciones Unidas sobre Sustancias Psicotrópicas, ratificados por las Leyes Nº 338 y 339, y 16, del 17 de diciembre de 1971 y del 19 de julio de 1990, respectivamente.
b) Todas aquellas de origen natural o sintético que pueden producir estados de dependencia, estimulación o depresión del sistema nervioso central o que tengan como resultado alucinaciones, trastornos de la función motora y sensorial y modifiquen el comportamiento, la percepción o el estado de ánimo, o cuyo consumo pueda producir efectos análogos a los de cualquiera de las sustancias indicadas en el inciso que antecede.
c) Las sales, preparaciones, especialidades farmacéuticas, precursores y productos químicos esenciales o alternativos empleables en su elaboración, transformación, fabricación o industrialización.
Las sustancias estupefacientes y drogas peligrosas mencionadas en los incisos b) y c) deberán ser establecidas por Resolución del Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social.
El Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social establecerá los reglamentos e instrucciones para la prohibición, limitación, control y fiscalización de la producción, fabricación, industrialización, suministro, comercio, almacenamiento, importación, exportación, transporte y uso de tales sustancias.
Artículo 47.- El Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social establecerá y publicará la posología oficial de las sustancias a que se refiere esta Ley dentro de los noventa días de la promulgación de la misma y procederá a su actualización. 
Artículo 48.- Se adoptarán en esta Ley todas las definiciones establecidas en la Convención Única sobre Estupefacientes; el Convenio sobre Sustancias Psicotrópicas; y, la Convención de las Naciones Unidas sobre Sustancias Psicotrópicas. 
Artículo 49.- Las sustancias estupefacientes o drogas peligrosas a que se refiere esta Ley, nacionales o importadas, deberán contener en su envase un distintivo uniforme, establecido y reglamentado por el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social. El fabricante, el importador de la sustancia o droga cuyo envase careciera del distintivo o el que las ofreciere en venta, será castigado con el comiso de la mercadería y una multa de hasta doscientos jornales mínimos para actividades diversas no especificadas. En caso de reincidencia se aplicará hasta el doble de la multa y la clausura del establecimiento por dos meses. 
Artículo 50.- Las aduanas habilitadas para la importación y exportación de las sustancias estupefacientes y demás drogas peligrosas, a las que se refiere esta ley, serán establecidas por Decreto del Poder Ejecutivo. 
Artículo 51.- El dueño, poseedor, arrendatario o cualquier persona que tuviera en su poder, bajo el título que fuera un inmueble en donde exista una pista de aterrizaje de aeronave, registradas en la Dirección Nacional de Aeronáutica Civil, deberá inscribirse en la DINADRO, dentro del plazo de noventa días, a partir de la promulgación de esta Ley o de su registro en la Dirección Nacional de Aeronáutica Civil. Su incumplimiento será sancionado con multa de mil jornales mínimos para actividades diversas no especificadas, además de la inmediata destrucción de la pista.
 Artículo 52.- La Dirección Nacional de Aeronáutica Civil proporcionará a la DINADRO, al Ministerio Público, Policía Nacional y otros organismos pertinentes, los datos que soliciten referentes a pilotos, aeronaves y sus propietarios. 
Artículo 53.- La persona natural o jurídica que habitual u ocasionalmente comercie, venda, suministre, transporte, almacene, importe, exporte, fabrique, industrialice, transforme, extraiga, refine, posea, adquiera o distribuya sustancias estupefacientes y drogas peligrosas a las que se refiere esta Ley y sus derivados: sales, preparaciones y especialidades farmacéuticas o cualquier producto o sustancia empleada en su elaboración, transformación o industrialización, deberá inscribirse antes del inicio de sus actividades en el Registro Nacional de Sustancias Estupefacientes y Drogas Peligrosas del Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social y en la DINADRO, quienes les expedirán un Certificado de Habilitación, el que deberá ser expuesto en un lugar visible para el público.

Las personas a que se hace referencia en el párrafo anterior deberán inscribirse cada año, y dentro de los primeros noventa (90) días, en el Registro Nacional de Sustancias Estupefacientes y Drogas Peligrosas del Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social y en la DINADRO. Su incumplimiento será sancionado con multa de hasta cincuenta jornales mínimos para actividades diversas no especificadas, además de la inhabilitación para operar por el plazo de hasta un año en caso de reincidencia.
Artículo 54.-
Solamente la persona inscripta conforme al Artículo anterior, podrá realizar las actividades previstas en el mismo, las que deberán ser autorizadas previamente en cada caso, por el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social. 
Artículo 55.- La persona autorizada deberá remitir un informe mensual detallado de sus operaciones a la DINADRO la que promoverá las investigaciones pertinentes en los casos en que puedan presumirse irregularidades. La que no remitiere el informe dentro de los diez primeros días hábiles del mes, será pasible de multa equivalente a cincuenta jornales mínimos para actividades diversas no especificadas, y la cancelación definitiva de su inscripción en el Registro, en caso de reincidencia.

La DINADRO remitirá copia de los informes a que hace referencia el presente Artículo al Registro Nacional de Sustancias Estupefacientes y Drogas Peligrosas, dentro de los tres días hábiles siguientes. 
Artículo 56.- La Dirección Nacional de Aduanas remitirá mensualmente al Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social y a la DINADRO, una copia de los despachos de importación y exportación de sustancias estupefacientes, drogas peligrosas o productos que las contengan o que sirvan para su elaboración, transformación o industrialización, autorizadas.  

El incumplimiento de esta disposición por parte del funcionario responsable será sancionado con el despido de la institución. 
Artículo 57.- Los hospitales, clínicas, laboratorios, farmacias u otros establecimientos estatales, municipales o privados, autorizados para el suministro o la venta de sustancias estupefacientes, drogas peligrosas o productos que las contengan, están obligados a llevar un “Libro de Drogas”, proveído al costo, sellado, foliado y rubricado en todas sus páginas por el Ministro de Salud Pública y Bienestar Social, en el que asentarán el movimiento diario de entrada y salida de dichas sustancias o productos y la identificación del adquirente y del destinatario final.

El establecimiento privado que careciere del libro o incurriere en irregularidades en el modo de llevarlo será sancionado con multa de hasta doscientos jornales mínimos para actividades diversas no especificadas, y con el cierre definitivo en caso de reincidencia. Si el establecimiento fuese estatal o municipal, su responsable será sancionado con el despido de la institución. 
Artículo 58.- Toda receta médica de las sustancias a que refiere esta Ley, para ser despachada, constará de un formulario especial numerado, en cuadruplicado, de color específico, que será proveído al costo por el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social y contendrá en forma legible sin enmendaduras, los siguientes datos:
a) Nombre, apellido y número de Registro Profesional del médico;
b) Denominación del medicamento;
c) Cantidad de cada medicamento expresada en números y letras;
d) Nombre, apellido, dirección y cédula de identidad del paciente; y
e) Firma del facultativo y fecha de expedición.
El profesional médico que expida la receta deberá conservar una copia en su archivo por dos años; el vendedor o suministrador deberá conservar el original en su archivo también por dos años; una copia deberá remitirla al Registro Nacional de Sustancias Estupefacientes y Drogas Peligrosas y otra a la DINADRO, dentro de los diez primeros días hábiles de cada mes siguiente a su despacho.
La receta será válida por el término que establezca el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social. 
Artículo 59.- El profesional médico que lo solicite recibirá dos talonarios para las recetas a que se refiere el Artículo anterior. La provisión de un nuevo talonario se hará anexando a la solicitud el talonario agotado. 
Artículo 60.- El que omitiere conservar en su archivo las recetas médicas por el término fijado será castigado con multa equivalente a cien jornales mínimos para actividades diversas no especificadas. La misma pena se aplicará al que no remitiera las copias al Registro Nacional de Sustancias Estupefacientes y Drogas peligrosas o a la Secretaría Nacional Antidrogas, dentro del plazo previsto en el mismo Artículo. 
Artículo 61.- Las sanciones previstas en los Artículos 49, 57 y 60 de esta Ley, serán aplicadas por el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social; y las que se prevé en los  Artículos 51 y 55 por la DINADRO. Las sanciónes previstas en el Artículo 53 serán aplicadas por el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social o por la DINADRO según la institución ante la cual se verificó el incumplimiento de que trata dicho Artículo.
Capítulo II

De los hechos punibles
Artículo 62.- Siembra, Plantación, Cultivo y Cosecha: El que sembrara, plantara, cultivara, o cosechara plantas o semillas que sirvan para la fabricación de sustancias estupefacientes o drogas peligrosas será castigado con pena privativa de libertad de TRES a diez años. 
Artículo 63.- Producción, Fabricación, Elaboración: 
1º El que produjera, fabricara o elaborara sustancias estupefacientes o drogas peligrosas, sin autorización, será castigado con pena privativa de libertad de cinco a quince años.
2º La pena privativa de libertad podrá ser aumentada hasta veinte años: Para quien en establecimientos clandestinos o industriales legalmente habilitados, transformara drogas, medicamentos o cualquier sustancia de uso o venta libre, en sustancias estupefacientes y drogas peligrosas. 
Artículo 64.- Distribución, Suministro y Comercialización: 
1° El que suministrara o distribuyera sustancias estupefacientes o drogas peligrosas sin autorización a otras personas será castigado con pena privativa de libertad de cinco a quince años. 
2° Si el suministro o distribución se hiciera a título oneroso o a cambio de bienes que posean valor comercial la pena no podrá ser inferior a ocho años de privación de libertad.
Artículo 65.- Transporte: El que transportara por vía terrestre, aérea o fluvial sustancias estupefacientes por el territorio nacional, exceptuando aquella cantidad que sea considerada para su uso exclusivo personal, será castigado con pena privativa de libertad de tres a diez años.

Artículo 66.- Tráfico Internacional de drogas: 

1° El que, sin autorización, introdujera al país sustancias estupefacientes o drogas peligrosas desde el exterior, ya sea por las aduanas habilitadas para el efecto, por lugares clandestinos o por pasos no autorizados, en forma momentánea, en tránsito o definitiva, será castigado con pena privativa de libertad de cinco a veinte años. 
2° Con la misma pena será sancionado el que sin autorización trasladara o remitiera sustancias estupefacientes o drogas peligrosas desde el territorio nacional al exterior, ya sea por aduanas habilitadas, lugares clandestinos o por pasos no autorizados.
3° Si el autor actuara comercialmente o como miembro de una banda formada para la comisión del hecho punible señalado en los incisos anteriores, la pena no podrá ser inferior a diez años y se aplicará también lo dispuesto en el Artículo 57 del Código Penal.
Artículo 67.- Depósito: 

1° El que depositara, guardara o acopiara sustancias estupefacientes será castigado con pena privativa de libertad de cinco a quince años. 

2° Se entenderá que las sustancias estupefacientes o drogas peligrosas se hallan depositadas o guardadas, cuando la calidad, pureza o cantidad de sustancias no permita racionalmente suponer que está destinada al uso o consumo personal o cuando las circunstancias de depósito o guarda sean indiciarias del propósito de traficar a cualquier título.
Artículo 68.- Tenencia o Posesión: El que tuviera en su poder, sin autorización, sustancias estupefacientes o drogas peligrosas, será castigado con pena privativa de libertad de cinco a quince años. 
Artículo 69.- Tenencia o Posesión de drogas para consumo personal. 

1° El que tuviera en su poder sustancias estupefacientes que estén destinadas para su uso o consumo exclusivamente personal estará exento de pena.
2° Se entenderá como uso o consumo exclusivamente personal la cantidad de sustancias estupefacientes en poder de un dependiente o un consumidor de drogas cuando razonablemente se pueda inferir que iban a ser utilizadas o consumidas únicamente por la persona en cuyo poder son halladas. 
3° En estos casos, la cantidad máxima permitida para marihuana será de diez gramos y para cocaína y otro tipo de sustancias de dos gramos.
4° Para determinar la calidad de dependiente o consumidor de drogas se requerirá un estudio técnico-clínico. El mismo estudio técnico-clínico se requerirá en caso de duda sobre la cantidad máxima que un dependiente necesite consumir. 
Artículo 70.- Suministro a un menor: El que suministrara o facilitara, sea a título oneroso o gratuito, a un menor de edad sustancias estupefacientes o drogas peligrosas o lo induzca a usarla, será castigado con pena privativa de libertad de ocho a quince años.
Artículo 71.- Suministro bajo fuerza, engaño o amenaza: El que suministrara sustancias estupefacientes o drogas peligrosas a otra persona bajo fuerza, amenaza o engaño, será castigado con pena privativa de libertad de ocho a quince años.
Artículo 72.- Suministro en lugares especiales: El que suministrara sustancias estupefacientes o drogas peligrosas en establecimientos de enseñanza, lugares de detención o prisión, instituciones religiosas, asistenciales, deportivas, culturales, sociales, o sitios donde se realicen espectáculos públicos a personas que residen, habitan o asisten en dichos lugares será castigado con pena privativa de libertad de cinco a veinte años.
Artículo 73.- Anexo a otro hecho punible: El que utilizara sustancias estupefacientes para facilitar, ocultar o ejecutar otro hecho punible, será castigado con pena privativa de libertad de tres a diez años.
Artículo 74.- Cometidos por funcionario público: El funcionario público encargado de la prevención o persecución de los hechos punibles aquí previstos que realizara algunos de los mismos será castigado con pena privativa de libertad de tres a doce años. 
Artículo 75.- Responsabilidad por el desempeño de la función: El funcionario encargado de la prevención o persecución de hechos punibles previstos en la presente Ley que omitiera tomar las medidas para evitar su comisión y con ello impidiera la condena o facilitara la libertad de un procesado por los referidos hechos punibles, será sancionado con una pena privativa de libertad de tres a diez años.
Artículo 76.- Cometidos por personas autorizadas: 

1° El que estando autorizado para recetar sustancias estupefacientes o drogas peligrosas la prescribiera sin razón terapéutica que la amerite, será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años.
2° Con la misma pena será sancionado el que la suministrara o entregara en una cantidad, calidad o especie que no corresponda a la receta médica o sin que ésta haya sido presentada al efecto.
3° El que por medio de receta falsa obtuviera el despacho o suministro de sustancias estupefacientes y drogas peligrosas, será castigado con pena privativa de libertad de cuatro a seis años. 

Artículo 77.- Responsables de predios privados: 

1° El propietario, arrendatario, administrador, encargado o capataz, poseedor o quien por cualquier título ejerciera la posesión de un inmueble o establecimiento rural, que encontrara en él vegetales u otros elementos que sirvan para la fabricación de sustancias estupefacientes y drogas peligrosas, que omitiera denunciarlo inmediatamente a la autoridad competente, será castigado con pena privativa de libertad de dos a cuatro años.
2° Si el titular del inmueble ha participado en la comisión de cualquiera de los hechos punibles contenidos en esta Ley, se dispondrá además de la sanción que corresponda por el hecho punible, el comiso del inmueble. 
Artículo 78.- Responsables de lugares públicos: El propietario o encargado de locales públicos como hoteles, moteles, discotecas, bares, restaurantes y afines que constatara la presencia de poseedores de drogas en su local y no lo denunciara inmediatamente a la autoridad competente, será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años y la clausura del lugar. 
Artículo 79.- Inmuebles con pistas de aterrizaje sin autorización: El dueño, poseedor, arrendatario o cualquier persona que tuviera en su poder, bajo el título que fuera un inmueble en donde existiera una pista de aterrizaje de aeronaves, que no la hubiera registrado en la Dirección Nacional de Aeronáutica Civil e inscripto en la DINADRO, será sancionado con pena privativa de libertad de uno a tres años. 

Capítulo III

Del Procedimiento

Artículo 80.- Medidas Cautelares de carácter Personal: Las personas imputadas por los hechos punibles contenidos en los Artículos 62, 63, 64, 65, 66, 67 y 68 no podrán ser beneficiadas con medidas alternativas a la prisión preventiva mientras dure el proceso.
Artículo 81.- Medidas Cautelares de carácter Real: Independientemente de la aplicación de medidas cautelares de carácter personal, también podrán decretarse medidas cautelares de carácter real tales como embargo de bienes muebles o inmuebles, semovientes, sumas dinero, incluso las depositadas en cuentas bancarias, entidades financieras o cooperativas, inhibición general de gravar y vender y las demás contenidas en el Código Procesal Civil. 
Las mismas tendrán por objeto evitar la legitimación u ocultamiento de estos bienes y el posterior comiso de conformidad a lo establecido en el Código Penal. 
Artículo 82.- Comiso: Los bienes utilizados para la comisión de cualquier hecho punible de la presente ley, así como los beneficios obtenidos como resultado de los mismos hechos, serán comisados de acuerdo a lo establecido en el Código Penal.
Artículo 83.- Comiso autónomo, orden posterior: 

1° En caso de aplicarse el Artículo 96 del Código Penal, a petición del Ministerio Público el Juez Penal conocerá sobre la cuestión. 

2° Inicialmente se estudiará la admisibilidad del requerimiento, que deberá contener: 
1. La especificación del objeto sobre el que se pretende aplicar la orden; 
2. La relación circunstanciada de los hechos que funden la admisibilidad de la orden;
3. La expresión fundada de los elementos de convicción que sustentan los hechos citados en el apartado anterior;
4. La mención precisa de los preceptos jurídicos aplicables; 
5. El ofrecimiento de pruebas; 
6. La individualización de las personas que pudieran tener eventualmente derechos sobre el objeto y que podrían ser afectadas por la orden, los casos en que se tuviere conocimiento de su existencia; y,
7. La solicitud, en su caso, de aplicación de medidas cautelares sobre los objetos o de ratificación de las vigentes.

3° Admitido el requerimiento, se dispondrá la citación para el peticionante, las personas con eventuales derechos sobre el bien a una audiencia oral. Igualmente se publicará por edictos por espacio de 10 días para otros eventuales interesados, donde se detalle la fecha de la audiencia, la individualización del objeto específico sobre el cuestión y la parte resolutiva del Auto de admisión de la petición.
4° Audiencia: En la también tramitación de la Audiencia, regirá en lo pertinente las reglas del juicio oral y público. La Audiencia se llevará a cabo no obstante la inasistencia no justificada de quienes hayan sido admitidos, además del Ministerio Público, como participantes en el procedimiento.
5° La resolución del Juez Penal observará en lo que fuera aplicable las reglas de la sentencia definitiva. Esta resolución será notificada además a los participantes que no hubieran concurrido a la Audiencia, quienes podrán recurrir la misma. Contra esta resolución, procederá el recurso de Apelación Especial.
Artículo 84.- Secuestro: 

1° Hasta tanto recaiga la sentencia que determine el comiso, el Juez dispondrá el secuestro de dichos bienes a los efectos de su aseguramiento.
2° En este marco, podrá disponer que aquellos bienes que puedan ser utilizados en la persecución de los hechos punibles establecidos en la presente legislación sean entregados en carácter de depositario judicial a las instituciones encargadas de la lucha contra las drogas a los efectos de su utilización exclusiva para dicho fin con las reglas del depositario judicial consagradas en el Código Procesal Civil. Para ello, la institución designada deberá correr con los gastos corrientes tales como mantenimiento, combustibles, seguro contra riesgos, los que deberán ser previstos en sus respectivos presupuestos.
3° Los bienes inmuebles o sociedades comerciales, podrán ser administradas bajo la figura de la administración judicial con las reglas consagradas en Código Procesal Civil.
Artículo 85.- Remate posterior: Los bienes comisados en virtud de esta ley, salvo las armas, municiones y explosivos, sustancias estupefacientes y drogas peligrosas, serán rematados por orden judicial, después de decretarse el comiso en la sentencia definitiva. El producto del remate así como el dinero comisado y el importe de las penas patrimoniales aplicadas, serán depositados en el Banco Central del Paraguay, en una cuenta corriente a la orden de la institución que efectuó la investigación y el procedimiento en un 70% (setenta por ciento), y a favor del Ministerio Público en un 30% (treinta por ciento).
Artículo 86.- Destrucción de Drogas: Las sustancias estupefacientes o drogas peligrosas serán destruidas con autorización judicial: 
1° En caso de que las sustancias constituyan evidencias de un hecho punible contenido en la presente legislación, se destruirán ni bien se pueda prescindir de las mismas, una vez certificada su calidad de sustancia prohibida mediante las operaciones técnicas pertinentes y la toma de muestra correspondiente para ser agregada al proceso.
2° En caso de plantaciones de hierbas que sirvan como materias primas, se destruirán en el lugar que estas se encuentren, previa toma de muestra para ser agregada al proceso.
Artículo 87.- Colaborador efectivo: 

1° Los marcos penales podrán ser disminuidos si el imputado brinda información que permita:
1. La incautación de cantidades mayores a aquellas por las cuales se encuentra procesado, 
2. El descubrimiento de organizaciones dedicadas al tráfico internacional de drogas,
3. La localización de bienes muebles o inmuebles, dinero oculto o que se encuentren en cuentas corrientes o cajas de ahorro que pertenezcan a la organización a los efectos del posterior comiso;
4. La dilucidación del caso en el que se encuentra procesado, aportando datos relevantes hasta entonces desconocidos.
2° Si la información es proporcionada antes de la imputación, el marco penal podrá ser disminuido a la quinta parte del marco penal por el hecho que se encuentra procesado. 
3° Si lo hace en una oportunidad posterior y hasta dentro el Juicio Oral y Público, la disminución del marco se hará con arreglo al art. 67 del Código Penal.

Capítulo IV

De la Asistencia Judicial Recíproca

Artículo 88.- Con el objeto de facilitar las investigaciones y de obtener las pruebas judiciales necesarias para el esclarecimiento de los delitos castigados por esta ley, las autoridades jurisdiccionales competentes de la República podrán prestar y solicitar la cooperación y asistencia de las del extranjero para:

a) La notificación de resoluciones y sentencias;
b) La recepción de testimonios y de otras declaraciones;

c) La realización y recepción de pericias;

d) Efectuar inspecciones e incautaciones;

e) proceder a embargos, secuestros de bienes, inmovilización de activos y asistencia en procedimientos relativos a incautación;

f) El examen de lugares y de objetos:

g) La exhibición y entrega de documentos y expedientes;

h) La identificación o detección de sustancias, instrumentos, equipos y otros elementos, con fines probatorios;

i) La remisión de imputados, procesados o condenados;

j) Cualquier otra forma de asistencia judicial recíproca, autorizada por el derecho interno e internacional.

Artículo 89.- Las piezas probatorias provenientes del extranjero se regirán, en cuanto a la formalidad de su diligenciamiento, por la ley del lugar donde se las obtengan, siendo ellas válidas siempre que no se las haya obtenido en contravención a las normas constitucionales y procesales vigentes en el país. Dichas pruebas serán incorporadas al proceso y valoradas por el juez o tribunal, conforme a las disposiciones del Código de Procedimientos Penales.
Artículo 90.- Todo imputado, procesado o condenado que otorgue su libre y expreso consentimiento al juez de la causa, será transitoriamente trasladado al extranjero, a fin de participar en diligencias procesales necesarias para el esclarecimiento de delitos castigados por esta ley y perpetrados en el país que solicita la asistencia.

El Gobierno  Nacional, en  todos los casos, acordará con el Estado requirente los términos del traslado, el que no será mayor de dos meses, contados desde el momento en que el recurrente se haga cargo del trasladado, en el lugar establecido por las autoridades paraguayas.

Artículo 91.- EI traslado transitorio estará sujeto a las siguientes reglas:

a) El Estado requirente comunicará al Estado paraguayo, por vía diplomática, la necesidad de practicar diligencias procesales con la participación de la persona imputada, procesada o condenada por la autoridad judicial del país;
b) El Estado requirente acompañará con la solicitud copias debidamente autenticadas, legalizadas y traducidas al castellano de los siguientes documentos:

1. La resolución dictada por el juzgado o tribunal que entiende en la causa, en la que se ordena la práctica de la o de las diligencias procesales con la participación de la persona requerida;

2. La explicación precisa del tipo de diligencias procesales que se desea practicar y el  tiempo estimado que durarán las diligencias; 

3. La explicación pormenorizada de la relación existente entre la persona requerida y el hecho en investigación; y

4. Los datos personales que permitan la identificación del requerido
c) Recibida la petición de traslado transitorio por el juzgado o tribunal que entienda en la causa del requerido, el mismo determinara en un plazo no mayor a tres días hábiles, si dicha petición reúne los requisitos legales pertinentes. Si los reúne, procederá a recibir la declaración del requerido, debidamente asistido por un defensor, donde expresará su consentimiento para participar o no en la diligencia  para la cual es reclamado y para ser o no trasladado a tal efecto al extranjero;
d) Si el requerido expresa su consentimiento se comunicará al Estado requirente, por los canales diplomáticos correspondientes, el cumplimiento del traslado provisional. En todas estas diligencias tendrá intervención el Ministerio Público;
e) Se entregará al Ministerio Público y a la DINADRO, para su conocimiento y archivamiento, una copia del expediente que dispone el traslado provisional del requerido;
f) Si la petición careciera de los requisitos legales exigidos, o si la persona requerida no diese su consentimiento, se informará inmediatamente al Estado requirente por los canales diplomáticos pertinentes;
g) No se concederá la petición del traslado transitorio del requerido cuando pueda, a juicio del juzgado o tribunal, previo dictamen del Ministerio Público, afectar sustancialmente   el curso de la investigación que se realiza en el país.
Artículo 92.- Previo al traslado transitorio del requerido el Estado requirente se comprometerá expresamente, a:
a) Garantizar la seguridad del requerido, el respeto a las garantías procesales señaladas en su ordenamiento jurídico, en el del Estado requerido y las normas y principios reconocidos por el derecho internacional;
b) Proporcionar al requerido, si no lo tuviese, asistencia legal gratuita, antes y durante las diligencias procesales que se practiquen;
c) Devolver al requerido a la República del Paraguay, tan pronto venza el plazo del traslado concedido o aun antes si se finiquitan las diligencias procesales que motivaron la petición;

d) Sufragar los gastos que ocasione el traslado solicitado;

e) Permitir el acceso a las autoridades diplomáticas o consulares paraguayas en las diligencias procesales que se practiquen y a las instalaciones en las que se mantenga al requerido, a fin de comprobar si se cumplen con las garantías procesales y el respeto a los derechos humanos; 

f) Realizar las diligencias procesales en las que participe la persona trasladada, en el idioma que a éste le sea comprensible o con la presencia de un intérprete debidamente matriculado;

g) Hacerse responsable por cualquier perjuicio o afectación de los derechos de la persona requerida, ocasionada durante el transcurso de sus traslados y su estada en el país requirente.

Artículo 93.- El Estado requirente remitirá al juzgado o tribunal  que concedió el traslado transitorio, por vía diplomática, copias debidamente autenticadas, legalizadas y traducidas al castellano de todas las diligencias procesales practicadas con el requerido, la relación detallada sobre el resultado de las mismas y de la sentencia firme y ejecutoriada, en cuanto se dicte.
Artículo 94.- En todo cuanto se refiera a los puntos no establecidos precedentemente, la asistencia judicial recíproca en materia panal, se regirá estrictamente por las disposiciones del Artículo 7º de la Convención de las Naciones Unidas contra Tráfico  Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas del año 1988, ratificada por Ley Nº 16 del 19 de julio de 1990.
Artículo 95.- En las solicitudes de asistencia judicial al gobierno paraguayo, en los casos de delitos castigados por esta ley, se dará participación a la DINADRO.

Capítulo V

De las operaciones encubiertas y de las entregas vigiladas
Artículo 96.- Se entenderá por operaciones encubiertas las que posibiliten mantener la confidencialidad de las operaciones de las personas que intervengan en ellas, la utilización de engaños y artimañas, la omisión de impedir la oportunidad de que se cometa un delito y el concurso de agentes encubiertos, quienes pueden asumir transitoriamente identidades y papeles ficticios; con la finalidad de incautarse de estupefacientes o demás drogas peligrosas, acumular elementos probatorios sobre la comisión de hechos punibles castigados por esta ley, identificar a los organizadores, transportadores, compradores y demás participes del tráfico ilegal, sea en el país o en el extranjero, o de  aprehenderlos y someterlos a la justicia.
Artículo 97.- A solicitud de la  DINADRO o del agente fiscal, en todos los casos con intervención del Ministerio Público, el juez competente podrá autorizar por tiempo determinado que se realicen operaciones  encubiertas respecto de actos preparatorios, de ejecución o consumados,  de alguno de los hechos punibles sancionados en esta ley y hechos  punibles conexos.
La solicitud será acompañada de los antecedentes que permitan presumir que la investigación encubierta solicitada  facilitará el cumplimiento de sus funciones, y que el sistema ordinario de investigación probablemente no lo logrará; de un Informe detallado de los medios técnicos de investigación y de recolección de evidencias que se pretendan utilizar en el  operativo, de los lugares en que el operativo se desarrollará, de la identidad y funciones de las personas que intervendrán en el operativo, y de la identidad, si se conoce, de las personas presuntamente vinculadas con la comisión del ilícito.

En las operaciones encubiertas el agente fiscal, la DINADRO o sus agentes, no participarán en actividades que no estén estrecha y directamente vinculadas con cada investigación específica.
Artículo 98.- Se entenderá por procedimiento de entrega vigilada la técnica de investigación que permite que el transporte y tránsito  ilícito o sospechoso de estupefacientes o demás drogas peligrosas, conocido y vigilado por las autoridades, no sea momentáneamente impedido, a fin de descubrir las vías de tránsito, el modo de entrada y salida del país, el sistema de distribución y comercialización, la obtención de elementos probatorios o la identificación de los organizadores, transportadores, compradores, protectores y demás participes del tráfico ilegal, sea en el país o en el extranjero y la incautación de la droga así como la detención y procesamiento de los organizadores, transportadores, compradores, protectores y demás partícipes, y posibilitar que la autoridad proceda lícitamente de acuerdo con las pautas establecidas en este capítulo.
Artículo 99.- A solicitud de la DINADRO o del agente fiscal, en todos los casos con intervención del Ministerio Público, el juez competente podrá autorizar por tiempo determinado y para cada caso el procedimiento de entrega vigilada de estupefacientes o demás drogas peligrosas. El tiempo máximo de duración de un procedimiento de entrega vigilada será de sesenta días, a contar del momento en que el solicitante tome conocimiento de la autorización judicial.

La solicitud de la DINADRO o del agente fiscal deberá contener un informe detallado acerca del procedimiento proyectado, de los medios técnicos de investigación y de recolección de evidencias que se pretendan utilizar, de las razones que permitan presumir que el procedimiento de la entrega vigilada facilitará el cumplimiento de sus funciones y que los procedimientos ordinarios de investigación probablemente no lo lograrán, y la identidad, si se conoce, de las personas presuntamente involucradas en el ilícito.
Artículo 100.- El juez no autorizará la realización de operaciones encubiertas o de entregas vigiladas cuando a su criterio el presunto hecho ilícito es de poca entidad o los sospechosos de participar en él no sean importantes o no pertenezcan a una organización criminal.

El juez podrá requerir al solicitante elementos de juicio adicionales que respalden la solicitud.
Artículo 101.- El juez podrá autorizar a la DINADRO o sus agentes, al agente fiscal, que participen en operaciones encubiertas o entregas vigiladas, a postergar la aprehensión o detención de personas o el secuestro de estupefacientes u otras drogas peligrosas y de los instrumentos utilizados para la comisión de hechos punibles, si la ejecución inmediata de esas medidas puede comprometer el éxito del operativo.
Artículo 102.- El juez podrá autorizar en cada caso y por tiempo determinado, a solicitud de la DINADRO o del Ministerio Público, a que los agentes de la DINADRO, debidamente individualizados, fotografíen o filmen a los sospechosos y sus movimientos o que intercepten, registren, graben o reproduzcan sus comunicaciones orales, cablegráficas o electrónicas. La solicitud contendrá el tipo de secuencias que se propone fotografiar o filmar o el tipo de comunicaciones que se propone interceptar, registrar, grabar o reproducir; los medios técnicos que se utilizarán para ese efecto, y los logros que se estimen obtener mediante la aplicación de dichos procedimientos. El juez podrá exigir al solicitante elementos de juicio adicionales que respalden la solicitud. Se transcribirán en acta o se conservarán solamente los documentos recolectados que tengan relación con los hechos investigados.
Artículo 103.- El juez autorizante y el Ministerio Público efectuarán el seguimiento y control de cada operativo e investigación, pudiendo impartir instrucciones sobre su desarrollo.

El juez y el Ministerio Público serán permanentemente informados del curso de los operativos e Investigaciones y  las evidencias obtenidas serán puestas a su disposición.
Artículo 104.- Con autorización del juez y a solicitud del Ministerio Público, se podrá sustituir el estupefaciente o la droga peligrosa por una sustancia o mezcla total o parcialmente inocua pero, producida la sustitución, se juzgará y castigará la conducta de los involucrados como si la sustancia fuera estupefaciente u otra droga peligrosa.

En este caso, el estupefaciente o la droga peligrosa sustituida deberá ser ofrecida como anticipo jurisdiccional de prueba. 
Artículo 105.- Todos los que autoricen, controlen o intervengan en operaciones encubiertas o en entregas vigiladas deberán guardar estricta reserva sobre ellas y estarán obligados a respetar la intimidad personal y familiar  y la vida privada de las personas investigadas.
Artículo 106.- Para el allanamiento o clausura de recintos privados en procedimientos de operaciones encubiertas o entregas vigiladas, se requerirá de orden previa y expresa del juez. El procedimiento podrá realizarse en horas y días hábiles o inhábiles. 
Artículo 107.- Las evidencias que se obtengan en investigaciones y procedimientos realizados conforme a esta ley y con la autorización del juez, constituirán medios de prueba en juicio.
Artículo 108.- El juez autorizante podrá ordenar en cualquier momento por resolución fundada la cesación de las operaciones encubiertas o del procedimiento de entrega vigilada si a su criterio:
a) La operación pone en peligro la vida o la integridad física de algún agente encubierto o de otras personas ajenas al ilícito;
b) La operación obstaculiza o impide la comprobación de los ilícitos investigados;
c) La operación facilita a los partícipes eludir la acción de la justicia;

d) La operación se desvía de su finalidad o evidencia en sus ejecutores abusos, negligencia, imprudencia o impericia; o
e) Han cambiado o desaparecido los presupuestos de hecho que sustenten la conveniencia de seguir aplicando la modalidad de las operaciones encubiertas o las de entregas vigiladas.
Artículo 109.- Los agentes especiales designados por la DINADRO o por el  agente fiscal, que hayan aceptado voluntariamente participar en calidad de agentes encubiertos, para el cumplimiento de su cometido podrán actuar de modo secreto o bajo identidad falsa, con autorización judicial para cada operativo. Terminado su cometido los agentes encubiertos reasumirán de pleno derecho su condición y función de agentes especiales.
Artículo 110.- Estará exento de responsabilidad penal y civil el agente encubierto por actividades ilícitas necesarias para el cumplimiento de su cometido siempre que reúna las siguientes características:
a) Que su actuación cuente previamente con la aprobación y se realice bajo la permanente dirección y control de sus superiores y con conocimiento, consentimiento escrito y seguimiento permanente del juez autorizante;
b) Que sus actividades no estén orientadas a ocultar, destruir, alterar evidencias o a encubrir fallas en el operativo o en la actuación de sus superiores u otros agentes o informantes; y,

c) Que sus actividades no estén orientadas al lucro o beneficio personal del agente encubierto o de terceros, y que no consistan en hechos punibles contra la vida, contra la autonomía sexual, contra menores, contra la existencia del Estado y contra los pueblos. 

También estarán exentas de responsabilidad penal y civil las autoridades que, dentro del marco de lo que determina esta ley, permitan, autoricen, ordenen o dirijan esas actividades ilícitas de los agentes encubiertos.
Artículo 111.- Los que hubieran actuado como agentes encubiertos y sus familiares gozarán de especiales medidas de protección y seguridad. 
Artículo 112.- El juez de la causa podrá autorizar que la declaración testimonial de los agentes encubiertos sobre hechos o personas involucradas en operativos que actuaran como tal, se efectúe de modo que su identidad personal y sus rasgos físicos permanezcan en reserva de modo permanente tanto para los demás sujetos procesales como para terceros. Esa autorización no será concedida cuando la declaración testimonial del agente encubierto constituya la única prueba de la autoría, la instigación o la complicidad.
Artículo 113.- Informantes:

1° Serán informantes las personas que con o sin el incentivo de una remuneración, suministren información sobre la preparación, ejecución o consumación de hechos punibles castigados por disposiciones de esta ley y sobre las personas, organizaciones y entidades que de una u otra forma participen en ellos.

2° Podrá utilizarse el concurso de informantes siempre que considere que brinden información fidedigna, que mantengan en secreto sus actividades y las del órgano encargado de la investigación, y que los datos aportados por ellos sean puestos en conocimiento del Ministerio Público y del Juzgado competente.

3° Los informantes en ningún caso serán considerados empleados o funcionarios públicos, ni integrarán el cuerpo de la institución encargada de la investigación, la cual podrá prescindir de su colaboración en cualquier momento y sin necesidad de comunicación escrita ni expresión de causa.
Capítulo Final

Disposiciones finales y transitorias
Artículo 114.- Transfiérase a la DINADRO los recursos económicos, saldos presupuestales, bienes patrimoniales y acervo documentario de la Secretaría Nacional Antidrogas.
Artículo 115.- Los rubros asignados  a la Secretaría Nacional Antidrogas dependientes de la Presidencia de la República, en el Presupuesto General de la Nación para el año en curso, serán transferidos a la DINADRO.
Artículo 116.- Los funcionarios y empleados de la Secretaría Nacional Antidrogas pasan a formar parte del plantel de funcionarios de la DINADRO conservando todos los derechos adquiridos, especialmente la antigüedad y la categoría salarial.
Artículo 117.- El Seguro Social del Agente Especial, previsto en el Capítulo V, Sección I, entrará en vigencia luego de transcurrido 12 (doce) meses a contar desde la fecha de promulgación de esta Ley.
Artículo 118.- Con relación al Seguro Social de Salud previsto en la Sección I del Capítulo IV de esta Ley, se aplicarán todas las disposiciones legales previstas en el Decreto Ley N° 1.860/50, aprobado por Ley N° 375/56, modificado por la Ley N° 98/92, y los reglamentos dictados por el Consejo de Administración del Instituto de Previsión Social.
Artículo 119.- El Poder Ejecutivo reglamentará las disposiciones de esta Ley y en particular la forma como se procederá a la equiparación de los grados creados por esta ley, conforme su antigüedad, cargo o función.
Artículo 120.- Deróguese toda norma legal que se oponga a lo dispuesto en la presente Ley y expresamente deróguese las siguientes normas: Ley N° 1340/88 “QUE MODIFICA Y ACTUALIZA LA LEY N° 357/72 QUE REPRIME EL TRÁFICO ILÍCITO DE ESTUPEFACIENTES Y DROGAS PELIGROSAS Y OTROS DELITOS AFINES Y ESTABLECE MEDIDAS DE PREENCIÓN Y RECUPERACIÓN DE FARMACODEPENDIENTES”, Ley N° 108/91 ”QUE CREA LA SECRETARÍA NACIONAL ANTIDROGA SENAD”, Ley N° 68/92 “QUE APRUEBA CON MODIFICACIONES EL DECRETO-LEY Nº 9 DEL 17 DE FEBRERO DE 1992, POR EL CUAL SE MODIFICA EL ARTICULO 2º DE LA LEY Nº 1.340 DE FECHA 22 DE NOVIEMBRE DE 1988”, Ley N° 171/93 “QUE MODIFICA LOS ARTICULOS 51 Y 52 DE LA LEY N. 1.340/88, "QUE REPRIME Y CASTIGA EL TRAFICO ILICITO DE ESTUPEFACIENTES Y DROGAS PELIGROSAS"PRIVATE , Ley N° 396/94 “QUE AMPLIA Y MODIFICA EL ARTICULO 2º DE LA LEY Nº 108 DEL 27 DE DICIEMBRE DE 1991, QUE CREA LA SECRETARIA NACIONAL ANTIDROGA (SENAD)”PRIVATE  y Ley N° 1881/02 “QUE MODIFICA LA LEY N° 1340 DEL 22 DE NOVIEMBRE DE 1988 “QUE REPRIME EL TRAFICO ILICITO DE ESTUPEFACIENTES Y DROGAS PELIGROSAS Y OTROS DELITOS AFINES Y ESTABLECE MEDIDAS DE PREVENCIÓN Y RECUPERACIÓN DE FARMACODEPENDIENTES”
Artículo 121.- De forma.
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